
 
 
 
SENTENCIA DEL 31 DE ENERO DE 2022, NÚM. SCJ-PS-22-0107
 
Sentencia impugnada:Cámara Civil de la Corte de Apelación de San Cristóbal, del 18 de junio de 2014.
 
Materia:Civil.
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Abogados:Lic. Federico A. Pérez y Licda. Altagracia Ramírez.
 
Recurrido:Banco de Reservas de la República Dominicana, Banco Múltiple.
 
Abogado:Dr. José Antonio Céspedes Méndez.
 
Juez ponente: Mag. Justiniano Montero Montero.
 
Decisión: Inadmisible por el monto
 
 
 
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA
 
La PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, competente para conocer de los recursos de
casación en materia civil y comercial, regularmente constituida por los jueces Pilar Jiménez Ortiz, presidente,
Justiniano Montero Montero, Vanessa Acosta Peralta y Napoleón R. Estévez Lavandier, miembros, asistidos del
secretario general, en la sede de la Suprema Corte de Justicia, ubicada en Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, en fecha 31 de enero de 2022, año 178° de la Independencia y año 159° de la Restauración, dicta en
audiencia pública, la siguiente sentencia:
 
En ocasión del recurso de casación interpuesto por  y   titulares de
las cédulas de identidad y electoral núms.  y  domiciliados y residentes en la

 quienes tienen como
abogados constituidos y apoderados a los  y  con estudio profesional
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abierto en común en la  ciudad de Azua y ad hoc en la 
 de esta ciudad.

 
En este proceso figura como parte recurrida el Banco de Reservas de la República Dominicana, Banco Múltiple,
institución organizada de conformidad con la Ley núm. 6133, de fecha 17 de diciembre de 1962 y sus
modificaciones, con oficina principal en la  representada por
la Lcda.  titular de la cédula de identidad y electoral núm. 
domiciliada y residente en esta ciudad, quien tiene como abogado constituido y apoderado al Dr. 

 titular de la cédula de identidad y electoral núm.  con estudio profesional
abierto en la  de Azua, y ad hoc en la dirección legal de cobros de
préstamos de la referida institución financiera, ubicado en el 

 esta ciudad.
 
Contra la sentencia civil núm. 120-2014, dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación del
Departamento Judicial de San Cristóbal, en fecha 18 de junio de 2014, cuyo dispositivo copiado textualmente,
dispone lo siguiente:
 
Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación intentado por los señores

 y  contra la sentencia No. 132-13 dictada en fecha 4 de octubre
del 2013, por la juez titular de la Cámara de lo Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Azua, en sus atribuciones civiles y en cuanto al fondo lo rechaza por improcedente, mal
fundado y carente de base legal, confirmando en consecuencia la sentencia impugnada. Segundo: Condena a los
señores  y  al pago de las costas del proceso, ordenando su
distracción a favor y provecho del Licdo. Federico A. Pérez, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte.
 
 
 
VISTOS TODOS LOS DOCUMENTOS QUE REPOSAN EN EL EXPEDIENTE:
 
En el expediente constan los documentos siguientes: a) el memorial de casación depositado en fecha 12 de
agosto de 2014, mediante el cual la parte recurrente invoca los medios de casación contra la sentencia recurrida;
b) el memorial de defensa de fecha 29 de agosto de 2014, donde la parte recurrida invoca sus medios de defensa
y, c) el dictamen de la procuradora general adjunta, Casilda Báez Acosta, de fecha 2 de febrero de 2018, donde
expresa que procede rechazar el presente recurso de casación.
 
Esta sala, en fecha 24 de enero de 2020, celebró audiencia para conocer del indicado recurso de casación, en la
cual estuvieron presentes los magistrados que figuran en el acta levantada al efecto, asistido del secretario y del
ministerial de turno; a la indicada audiencia compareció solo la parte recurrida, quedando el expediente en
estado de fallo.
 
El magistrado Samuel Arias Arzeno no figura en esta sentencia por encontrarse de vacaciones al momento de la
lectura.
 
LA PRIMERA SALA, DESPUÉS DE HABER DELIBERADO:
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En el presente recurso de casación figuran como parte recurrente  y 
y como parte recurrida el Banco de Reservas de la República Dominicana, Banco Múltiple; verificándose del
estudio de la sentencia impugnada y de los documentos que a ella se refiere, lo siguiente: a) la hoy recurrida
interpuso una demanda en cobro de pesos y validez de hipoteca judicial provisional contra los recurrentes, que
fue acogida por el tribunal de primer grado, condenando a los demandados al pago de RD$1,183,161.42, al
tiempo de proceder a validar el procedimiento de inscripción de hipoteca judicial provisional, ordenando al
Registrador de Títulos del Departamento Judicial de Peravia a inscribirla de manera definitiva, según sentencia
núm. 132-13, de fecha 4 de octubre de 2013, dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua; b) contra dicha decisión, los demandados originales
interpusieron recurso de apelación, el cual fue rechazado por la corte a qua, confirmando la decisión de primer
grado; fallo que a su vez fue objeto del recurso de casación que nos ocupa.
 
Procede ponderar, en primer orden, la pretensión incidental planteada por la recurrida, en el sentido de que se
declare inadmisible el presente recurso de casación en virtud del literal c) del párrafo segundo del artículo 5 de
la Ley 3726-53, sobre Procedimiento de Casación.
 
Cabe destacar que el artículo 5, literal c) del párrafo II de la Ley núm. 3726-53, sobre Procedimiento de
Casación modificado por la Ley núm. 491-08 al enunciar las decisiones que no son susceptibles de recurso de
casación disponía lo siguiente: Las sentencias que contengan condenaciones que no excedan la cuantía de
doscientos (200) salarios mínimos del más alto establecido para el sector privado, vigente al momento en que se
interponga el recurso. Si no se ha fijado en la demanda el monto de la misma, pero existen elementos suficientes
para determinarlo, se admitirá el recurso si excediese el monto antes señalado.
 
El transcrito literal c) fue expulsado de nuestro ordenamiento jurídico por el Tribunal Constitucional, en cuyo
ejercicio exclusivo del control concentrado de la constitucionalidad declaró dicha disposición legal no conforme
con la Constitución dominicana mediante la sentencia TC/0489/15, de fecha 6 de noviembre de 2015; empero,
haciendo uso de la facultad excepcional que le confiere el Art. 48 de la Ley núm. 137-11, el Tribunal
Constitucional difirió los efectos de su decisión, es decir la anulación de la norma en cuestión, por el plazo de
un (1) año a partir de su notificación a las partes intervinientes en la acción de inconstitucionalidad.
 
El fallo núm. TC/0489/15 fue notificado en fecha 19 de abril de 2016 al tenor de los oficios núms. SGTC-0751-
2016, SGTC-0752-2016, SGTC-0753-2016, SGTC-0754-2016 y SGTC-0756-2016, suscritos por el secretario
de esa alta corte; que, en tal virtud la anulación del literal c) del párrafo II del artículo 5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, entró en vigencia a partir del 20 de abril de 2017, quedando desde entonces
suprimida la causal de inadmisibilidad del recurso de casación fundamentada en la cuantía contenida en la
sentencia condenatoria o envuelta en el litigio; que en vista del Art. 184 de la Constitución las decisiones del
Tribunal Constitucional son definitivas e irrevocables y constituyen precedentes vinculantes para los poderes
públicos y todos los órganos del Estado; que, los jueces del Poder Judicial principal poder jurisdiccional del
Estado constituyen el primordial aplicador de los precedentes dictados por el Tribunal Constitucional,
incluyendo los jueces de la Suprema Corte de Justicia órgano superior del Poder Judicial.
 
Cabe puntualizar que en el modelo concentrado de justicia constitucional, en principio, las sentencias
estimatorias rigen para el porvenir, es decir, tienen efectos ex nunc o pro futuro, tal como lo establecen los Arts.
45 y 48 de la Ley núm. 137-11, del 13 de junio de 2011, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los
Procedimientos Constitucionales, modificada por la Ley núm. 145-11, del 4 de julio de 2011, al disponer
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respectivamente lo siguiente: Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad y pronuncien la anulación
consecuente de la norma o los actos impugnados, producirán cosa juzgada y eliminarán la norma o acto del
ordenamiento. Esa eliminación regirá a partir de la publicación de la sentencia. La sentencia que declara la
inconstitucionalidad de una norma produce efectos inmediatos y para el porvenir.
 
Como consecuencia de lo expuesto es necesario aclarar que si bien en la actualidad debemos hablar del
“antiguo” literal c) del párrafo II del Art. 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, ya que dicho texto se
encuentra fuera de nuestro ordenamiento jurídico por efecto de la entrada en vigor de la inconstitucionalidad
decretada por la sentencia TC/0489/15, al tenor del principio de la ultractividad de la ley, aún es válidamente
aplicable a los recursos de casación que fueron interpuestos durante el período en que estuvo vigente y se
presumía conforme con la Constitución (11 febrero 2009/20 abril 2017), a saber, los comprendidos desde la
fecha 11 de febrero de 2009 que se publica la Ley núm. 491-08, hasta el 20 de abril de 2017, fecha en que se
agota el efecto diferido de anulación de la norma dispuesto por el Tribunal Constitucional.
 
El principio de ultractividad dispone que la ley derogada –en la especie anulada por inconstitucional sigue
produciendo efectos y sobrevive para ser aplicada para algunos casos en concreto, como en el caso de las leyes
procesales, puesto que las actuaciones y diligencias procesales deben regirse por la ley vigente al momento de
producirse; que al conceptualizar este principio el Tribunal Constitucional expresó lo siguiente en su sentencia
TC/0028/14: “I. En efecto, de acuerdo con el principio de ultractividad de la ley, la norma que se aplique a todo
hecho, acto o negocio jurídico debe ser la vigente en el momento en que ocurriere el acto de que se trate. Dicho
principio está regulado en la última parte del artículo 110 de la Constitución dominicana () En este principio se
fundamenta la máxima jurídica “tempus regit actus” (sic), que se traduce en que la norma vigente al momento
de sucederse los hechos por ella previstos es la aplicable, aunque la misma haya sido derogada con
posterioridad”.
 
En armonía con lo anterior, la noción de irretroactividad de la ley se concibe como cuestión procesal y a su vez
un principio de no injerencia de la ley nueva en el pasado; que concretamente de lo que se trata es que en el
orden de la constitucionalidad una ley nueva no puede poner en causa lo que ha sido cumplido conforme a una
ley anterior, ni validar lo que no ha sido hecho regularmente bajo el imperio de esta última. Conviene destacar
como cuestión propia de las vías de recursos, que la Corte de Casación francesa ha juzgado que “Las vías de
recursos habilitados en función de la decisión que se cuestiona están determinadas por la ley en vigor al día en
que ella ha sido rendida”, cuyo criterio asumimos para el caso que nos ocupa. Es pertinente señalar que según la
sentencia TC/0489/15 el Tribunal Constitucional rechazó un pedimento de la parte accionante que perseguía
graduar excepcionalmente con efectos retroactivos la declaratoria de inconstitucionalidad, postura esta que se
corresponde con la situación expuesta precedentemente.
 
Esta Primera Sala Civil y Comercial, actuando como Corte de Casación, en cumplimiento cabal con el mandato
expreso del artículo 184 de la Constitución, en cuanto a que las decisiones del Tribunal Constitucional
constituyen precedentes vinculantes, ha asumido la postura señalada en la sentencia TC/0489/15, cuyo
precedente por cierto ha sido reiterado en múltiples ocasiones por esta Primera Sala, en aras de mantener la
unidad de la jurisprudencia nacional y salvaguardar el principio de seguridad jurídica, en tanto que corolario de
una administración de justicia que represente la predictibilidad y certidumbre en la aplicación del derecho y su
perspectiva inmanente de fiabilidad como eje esencial de la legitimación.
 
Es relevante resaltar que aun cuando constituye un precedente jurisprudencial consolidado e inveterado en el



tiempo, no obstante su arraigo y sostenibilidad, el Tribunal Constitucional dictó la sentencia TC/0298/20, del 21
de diciembre de 2020, mediante la cual anuló una decisión emitida por esta sala que declaró inadmisible el
recurso de casación por no cumplir con el mandato de la ley, respecto al monto mínimo que debe alcanzar la
condenación contenida en la sentencia susceptible del recurso extraordinario de casación, lo cual se erige en un
giro o cambio de precedente.
 
La indicada Alta Corte procedió al giro o cambio de precedente formulando la argumentación que se transcribe
a continuación: “la norma declarada inconstitucional no puede aplicarse en los casos en que la Suprema Corte
de Justicia decide el recurso de casación con posterioridad a la entrada en vigencia de la inconstitucionalidad
declarada en la Sentencia TC/0489/15, es decir, después del veinte (20) de abril de dos mil diecisiete (2017),
aunque el recurso haya sido incoado antes de esa fecha. Es pertinente resaltar que el precedente anterior no fue
observado en el caso que nos ocupa, en tanto que el recurso de casación fue declarado inadmisible, en
aplicación del texto legal declarado inconstitucional, mediante la sentencia recurrida que es de treinta (30) de
mayo de dos mil dieciocho (2018), es decir, posterior al veinte (20) de abril de dos mil diecisiete (2017)”.
 
La situación procesal precedentemente indicada implica según la Alta Corte el desconocimiento del artículo 184
de la Constitución, texto según el cual las decisiones del Tribunal Constitucional son definitivas y constituyen
precedentes vinculantes. Por otra parte, expone en el contexto del precedente que el tribunal que dictó la
sentencia recurrida motivó de manera inadecuada al declarar inadmisible un recurso de casación
fundamentándose en un texto legal que no existía al momento de fallar, desconociendo de esta forma el debido
proceso y la tutela judicial efectiva.
 
De lo anterior se infiere como aspecto incontestable que el Tribunal Constitucional varió el precedente que
había adoptado en el desarrollo de su jurisprudencia constitucional, de manera reiterada, respecto al principio de
ultractividad de la ley, cuyo fundamento esencial se centra en que: la norma vigente al momento de sucederse
los hechos por ella previstos es la aplicable, aunque la misma haya sido derogada con posterioridad.
 
 Conforme lo expuesto se advierte del contexto de la sentencia TC/0298/20, que el alto tribunal realizó un giro
jurisprudencial, sin haber expresado las razones que justifican la nueva postura asumida, lo cual como
precedente vinculante plantea a esta Corte de Casación, formular un juicio reflexivo en aras de abonar a un
diálogo interinstitucional en un clima franco, abierto y plural, que se corresponda con la más elevada noción de
las técnicas procesales desde el punto de vista de la dimensión constitucional en función de priorizar la
supremacía de la seguridad jurídica, que se deriva del artículo 184 de la Carta Magna, el cual establece que:
“Habrá un Tribunal Constitucional para garantizar la supremacía de la Constitución, la defensa del orden
constitucional y la protección de los derechos fundamentales. Sus decisiones son definitivas e irrevocables y
constituyen precedentes vinculantes para los poderes públicos y todos los órganos del Estado. Gozará de
autonomía administrativa y presupuestaria”.
 
Según resulta del alcance del artículo 184 citado se deriva que las decisiones del Tribunal Constitucional son la
expresión de la positivización del ordenamiento jurídico, con carácter vinculante para todos los poderes
públicos, incluso para el propio órgano extra poder, en virtud del principio del auto precedente y las reglas que
lo gobiernan. En ese sentido, debe prevalecer que dicha disposición constitucional no puede ser interpretada de
manera aislada de los principios de igualdad, los valores que preserva la propia normativa constitucional,
combinado con lo que es la seguridad jurídica consagrados en los artículos 39 y 110 de la Carta Magna.
 



Conviene destacar, que la noción del precedente constitucional se concibe como la parte de una sentencia
dictada por una jurisdicción constitucional donde se específica el alcance de lo decidido, es decir, es aquello que
la Constitución prohíbe, admite, ordena o habilita para un tipo concreto de hecho en indeterminadas cláusulas,
pero además es la parte de las motivaciones de una decisión emanada de un juez o tribunal, la cual es adoptada
después de un razonamiento sobre un asunto de derecho que le fue planteado en un caso concreto y que es
necesario para el mismo tribunal y para otros tribunales de igual o inferior rango, en casos siguientes en que se
plantee otra vez la misma cuestión.
 
El precedente para la doctrina mayoritaria puede revestir dos formas: precedente vertical o precedente
horizontal. El primero refiere a la obligación que los jueces de tribunales inferiores tienen de adherirse a los
precedentes de tribunales superiores en determinadas circunstancias. El precedente horizontal se refiere al deber
de un tribunal de respetar sus propios precedentes y de justificar adecuadamente el cambio de los mismos. En
ese sentido, la jurisprudencia constitucional dominicana se ha referido respecto a esta tipología de precedentes
mediante la sentencia núm. TC/0150/17. En virtud de esta postura jurisprudencial asume la necesidad
imperativa del respeto al auto precedente como regla general, dejando claro por interpretación en contrario que
el cambio del auto precedente requiere una justificación procesal y argumentativa, según mandato del artículo
31 de la Ley núm. 137-11- Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales.
 
En virtud de las reglas que se derivan del auto precedente el Tribunal Constitucional queda vinculado a sus
propias decisiones, lo cual se constituye en una exigencia de seguridad jurídica. La congruencia, la obligación
de que los tribunales actúen conforme a su propio precedente, tanto hacia el pasado como hacia el futuro,
sentando precedentes que puedan ser utilizables en otros casos, es una exigencia lógica de la jurisdicción
constitucional. Además, lo que es tendencia afianzada, partiendo de un respeto absoluto a sus propias
decisiones, significando una inclinación valiosa que construye y potencia la fortaleza de la visión de un
neoconstitucionalismo que aboga por una verdadera institucionalidad, basado en un norte y horizonte coherente
que perfila la misión augusta de las buenas prácticas como noción procesal, lo cual es positivo en cualquier
ámbito de la administración de justicia, que permea como eje transversal a todos los órganos que nos
corresponde aplicar, interpretar y dejar un diseño normativo claro y sensato de lo que dice la Constitución, en
consonancia con la aplicación del artículo 47 de la Ley núm. 137-11 Orgánica del Tribunal Constitucional y de
los Procedimientos Constitucionales, de fecha 15 de junio de 2011.
 
En el ámbito de la jurisprudencia constitucional comparada liderada por la Corte Constitucional de Colombia, la
dimensión del auto precedente se sustenta en cuatro razones fundamentales por las cuales las jurisdicciones
deben ser consistentes con sus decisiones, a saber: “En primer término por elementales consideraciones de
seguridad jurídica y de coherencia del sistema jurídico, pues las normas, si se quiere que gobiernen la conducta
de los seres humanos, deben tener un significado estable, por lo cual las decisiones de los jueces deben ser
razonablemente previsibles. En segundo término, y directamente ligado a lo anterior, esta seguridad jurídica es
básica para proteger la libertad ciudadana y permitir el desarrollo económico, ya que una caprichosa variación
de los criterios de interpretación pone en riesgo la libertad individual, así como la estabilidad de los contratos y
de las transacciones económicas, pues las personas quedan sometidas a los cambiantes criterios de los jueces,
con lo cual difícilmente pueden programar autónomamente sus actividades. En tercer término, en virtud del
principio de igualdad, puesto que no es justo que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un mismo
juez. Y, finalmente, como un mecanismo de control de la propia actividad judicial, pues el respeto al precedente
impone a los jueces una mínima racionalidad y universalidad, ya que los obliga a decidir el problema que le es
planteado de una manera que estarían dispuestos a aceptar en otro caso diferente pero que presente caracteres



análogos. Por todo lo anterior, es natural que, en un Estado de derecho, los ciudadanos esperen de sus jueces
que sigan interpretando las normas de la misma manera, por lo cual resulta válido exigirle un respeto de sus
decisiones previas”.
 
El principio de igualdad no garantiza que quienes acudan a los tribunales vayan a obtener una resolución igual a
las que hayan adoptado en el pasado por el mismo órgano judicial, sino simplemente, la razonable confianza de
que la propia pretensión merecerá del juzgador () la misma confianza obtenida por otros casos iguales. Por su
parte, el principio de seguridad jurídica se concibe como “la continuidad de la jurisprudencia de los tribunales,
la confianza del ciudadano, basada en ella, de que su asunto será resuelto de acuerdo con las pautas hasta
entonces vigentes, es un valor peculiar”. El principio de seguridad jurídica protege al individuo y al ciudadano
contra lo arbitrario, lo imprevisto y lo impreciso. La seguridad jurídica consiste en que la situación estable no
sea modificada ni arbitrariamente, ni por la incontingencia, ni por lo imprevisto. En ese sentido, el principio de
inercia no significa que todo lo que es deba permanecer inalterable, sino solo que actuar bajo ese ámbito, sería
irracional abandonar sin fundamento una concepción ya aceptada.
 
Desde el punto de vista constitucional y en la perspectiva del derecho procesal y como derivación del principio
de universalidad existe la “regla de la carga de argumentación”, que determina que quien quiera apartarse de un
precedente tiene que asumir la carga de justificar tal apartamiento, siendo inadmisible el abandono discrecional
de los precedentes que sería ofensivo para la seguridad jurídica y la necesaria previsibilidad de las decisiones
judiciales. Esta justificación descansa en que, en perspectiva, los tribunales al fallar no pueden cerrar su mirada
al caso particular, sino que siempre deben tener en cuenta que resuelven “más allá de lo mismo”, sentando
reglas llamadas a funcionar en casos futuros.
 
Huelga destacar que el párrafo primero del artículo 31 de la Ley núm. 137-11, Orgánica del Tribunal
Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales reglamenta que: “Cuando el Tribunal Constitucional
resuelva apartándose de su precedente, debe expresar en los fundamentos de hecho y de derecho de la decisión
las razones por las cuales ha variado su criterio”. Como se advierte de la indicada disposición el precedente
constitucional puede ser inaplicado o modificado, empero se deben explicar los fundamentos de hecho y de
derechos, por las cuales se decide dar el giro de cara al cambio. En el caso que nos ocupa, el Tribunal
Constitucional al momento de dictar la sentencia TC/0298/20, no cumplió con la exigencia de la normativa que
rige la materia, lo cual representa en el orden procesal una situación que afecta gravemente la administración de
justicia, por lo tanto es atendible adoptar una decisión, que permita viabilizar la pertinencia y sentido de lo que
es la marcha del eje procesalmente idóneo, en tiempo en que se hace necesario un diálogo franco y abierto.
 
Conforme con las motivaciones enunciadas esta Corte de Casación estima pertinente adscribirse como noción
de continuidad a la postura asumida por el Tribunal Constitucional, según  la sentencia TC/0489/15, en los
casos que el recurso de casación haya sido interpuesto durante el tiempo que el literal c) del artículo 5 estuvo
vigente y se presumía conforme con la Constitución, es decir, desde el 11 de febrero hasta el 20 de abril de
2017, atendiendo al principio de ultractividad de la ley y el principio de seguridad jurídica.
 
En esas atenciones, cuando se suscitan una pluralidad de precedentes, la Ley núm. 137-11 deja implícitamente
concebido que el último criterio adoptado no sustituye al primero, cuando no se hayan formulados los
argumentos que justifican y explican el horizonte del nuevo norte procesal asumido, por lo que a partir de una
valoración lógica vinculada a la situación procesal suscitada corresponde al Tribunal Constitucional indicar el
contexto que debe seguir rigiendo la cuestión objeto de controversia. En ese sentido, entendemos que la



argumentación desarrollada a partir de la presente sentencia nos permite avalar desde el punto de vista del
derecho procesal constitucional la postura adoptada, la cual en su dimensión procesal es diferente a la
dogmática constitucional, vista desde la noción puramente descriptiva de las normas principios y valores, que
son aspectos relevantes para poder acercar la línea de tensión entre lo sustantivo y lo procesal.
 
A partir del alcance y valoración de la situación expuesta, procede ponderar el medio de inadmisión planteado
por la parte recurrida. En ese sentido, esta Corte de Casación ha podido verificar que el presente recurso de
casación fue interpuesto en fecha 12 de agosto de 2014, esto es, dentro del lapso de tiempo de vigencia del
literal c) del párrafo II del Art. 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que, en el caso en cuestión,
entendemos pertinente aplicar el presupuesto de admisibilidad establecido en dicho texto legal, por ser de
carácter procesal.
 
El mandato legal enunciado visto desde su dimensión procesal nos exige de manera imperativa determinar, por
un lado, cuál era el salario mínimo más alto establecido para el sector privado al momento de interponerse el
presente recurso y, por otro lado, establecer si la cuantía de la condenación fijada en la sentencia impugnada, o
deducida de esta, excede el monto resultante de los doscientos (200) salarios de entonces; que en ese tenor, esta
Corte de Casación retiene que para la fecha de interposición del presente recurso, esto es, como señalamos
anteriormente, 12 de agosto de 2014, el salario mínimo más alto para el sector privado estaba fijado en once mil
doscientos noventa y dos pesos dominicanos con 00/100 (RD$11,292.00), mensuales, conforme a la Resolución
núm. 2-2013, dictada por el Comité Nacional de Salarios en fecha 5 de julio de 2013, con entrada en vigencia el
1ro de junio del 2013, por lo cual el monto de doscientos (200) salarios mínimos asciende a la suma de dos
millones doscientos cincuenta y ocho mil cuatrocientos pesos dominicanos con 00/100 (RD$2,258,400.00). Por
consiguiente, para que sea admitido el recurso extraordinario de la casación contra la sentencia dictada por la
corte a qua es imprescindible que la condenación sobrepasara esa cantidad.
 
Según resulta de la sentencia impugnada, la corte a qua confirmó la decisión de primer grado que condenó a los
ahora recurrentes al pago de la suma de un millón ciento ochenta y tres mil ciento sesenta y uno con 42/100
(RD$1,183,161.42), a favor de la hoy recurrida. Cabe destacar que en sede de primer grado se retuvo además de
la condenación principal accesorios que conciernen a “los gastos legales y honorarios de abogados” lo cual
constituye un aspecto innominado, en tanto que su liquidación se corresponde con un procedimiento que se
encuentra al margen de la sentencia que lo decide, puesto que su exigibilidad procede luego de convertirse lo
principal en un fallo firme, según la interpretación combinada de los artículos 130 y 133 del Código de
Procedimiento Civil.
 
Conforme la situación expuesta se advierte incontestablemente que la suma indicada no excede el valor
resultante de los doscientos (200) salarios mínimos, que es la cuantía requerida para la admisión del recurso de
casación, de conformidad con las disposiciones previstas en el literal c) del párrafo II del artículo 5 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación.
 
En atención a lo que se deriva de la situación expuesta, al no cumplir el presente recurso de casación con el
mandato de la ley vigente al momento de su interposición, respecto al monto mínimo que retuvo la sentencia
impugnada para ser susceptible del recurso que nos ocupa, procede acoger el medio de inadmisión propuesto
por la recurrida, lo cual por elemental sentido lógico impide examinar los medios de casación planteados por la
parte recurrente, en razón de que las inadmisibilidades, por su propia naturaleza, eluden el conocimiento del
fondo de la cuestión planteada, en el presente caso, el examen del recurso de casación del que ha sido apoderada



esta Primera Sala, cónsono con las disposiciones del artículo 44 de la Ley núm. 834 de 1978.
 
Conforme con el mandato del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, se deriva que toda parte
que sucumba será condenada al pago de las costas del procedimiento, en tal virtud, procede condenar a la parte
recurrente al pago de dichas costas.
 
Por tales motivos, la PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, por autoridad y mandato
de la ley y en aplicación de las disposiciones establecidas en la Constitución de la República; los artículos 1, 2,
5, 65 y 70 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, modificada por la Ley núm. 491-08; 44 de la Ley núm.
834 de 1978; 31, 45, 47 y 48 de la Ley núm. 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los
Procedimientos Constitucionales, del 13 de junio de 2011; las sentencias TC/0489/15 del 6 de noviembre de
2015 y TC/0298/20, del 21 de diciembre de 2020.
 
FALLA:
 
PRIMERO: DECLARA INADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por  y 

 contra la sentencia civil núm. 120-2014, dictada por la Cámara Civil de la Corte de Apelación
del Departamento Judicial de San Cristóbal, en fecha 18 de junio de 2014, por los motivos expuestos.
 
SEGUNDO: CONDENA a la parte recurrente al pago de las costas del procedimiento y ordena su distracción a
favor del Dr. José Antonio Céspedes Méndez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.
 
Firmado: Pilar Jiménez Ortiz, Justiniano Montero Montero, Vanessa E. Acosta Peralta y Napoleón R. Estévez
Lavandier
 
César José García Lucas, secretario general de la Suprema Corte de Justicia, CERTIFICO, que la sentencia que
antecede fue dada y firmada por los jueces que figuran en ella, en la fecha arriba indicada. 
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